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Ha decidido

1.° Anular laprovKlericia d8;2~ de abril de 1989
y el Auto de 19 de junio de 1989 dietados porill Juzgado
de lo Social núm:4 de Alicante en el proceso PQr despido
núm. 998/87 seguido por el demandante de amparo.

2.° Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva.

3.° Restablecerlo en su derecho retrotrayendo las
a,ctuaciones al momento anterior a dictarse la providen­
cia anulada para qUeSil~ notifiquea,l intere$8do la nega­
tiva a def,enderlo e,xPu,esta pO,r lo,s Letrados deSig,nados
de oficio yse le dé la oportunidad de nombrar Abogado
de libre, designación. '

Pub!fqueseesta, Sentencia en el «Soletín Oficial del
Estado)}.

Dada en Madrid. a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.~Miguel Rodríguez-Piñero y
8ravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González..Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón;-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 13/1993. da 18 de
enero. Recurso de amparo 1.299/1989. Con.
tra Auto del Tribunal Supremo deSilstimando
recurso de queja contra el dictado' por la
AudienciaTerritorisl daLaCoruñIJ que acordó
no haber lugar a tener por preparado recurso
de' casación en autos de juicio de retracto.
Supuesta vulneración del dere­
cho 'a la tutela judicial efectiva: cuestión
de legalidad ordinaria (interpretación del
arto 135 L.A.U.).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez.piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González.,Re~ueral.

don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Glmeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.299/89. promovido
por doña María Enriqueta Sánctlei Pallán y don Carlos
Rodríguez Horta. representados por el Procurador don
Ignacio Corujo Pita. sustituido posteriormente por don
Luis Suárez Migoyo y asistidos por el Letrado don Carlos
Rodríguez Horta, contra el AlJto de la Silla Primera del
Tribunal Supremo. de 8 de junio de 1989. que desestima
el recurso de queja contra el dietado el 20 de'febrero
anterior por la Sección Tercera,de' la Audiencia TerritQrial
de La Coruña ~oy Audiencia Provincial- que acordaba
no haber lugar a tener por preparado recurso de casación
en autos de juicio de retracto. Ha cOmparecido donRoge­
lio Villar Gantes. repreSilntado por el Procurador don
Gabriel Sánchez Malingre. así como el Ministerio Fiscal.
y ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno
Sendra. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecadentes

1. El día 7 de julio de 1989 tuvo entrada en este
Tribunal demanda de amparo contra las resoluciones

referidas. en las que se solicitaba la nulidad de dichos
Autos por vulnerar el derecho fundamental de tutela judi-
cilllllfeétiva -arto 24.1 C.E. '

2. El recurso de amparo se contrae, en síntesis. a
los siguientes hechos:

al La demanda preSilntada por don Rogelio Villar
contra los solicitantes de amparo dio lugar a los autos
de juicio de retracto núm. 867/87 del Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 1 de La Coruña. Este dictó Sentencia
con fecha de 9 de marzo de 1988 en la que. estimando
la demanda. declaró el derecho del actor al retracto de
la finca adquirida por los demandados y condenó a éstos
II 'que otorgaran; escritura detransmisiórí de propiedad
a favor del demandante previo pago del precio de
7.000.000 de pesetas y demás desembolsos legítimos.

b1 El recurso de apéla'ción formulado fue deSilsti­
mado por la Sentencia de la Sección Tercera de la
Audiencia Provincial de La Coruña de 27 de enero de
1989 que confirmó Integramente el pronunciamiento
de instancia.

cl Manifestada por los solicitantes de amparo su
intención de preparar recurso de casación. el Auto de
la misma Sección de la Audiencia de 20 de febrero de
1989 no dio lugar a tal preparación.

Dicho Auto. tras establecer en el primero de sus «re­
sultandos)} que la cuantía litigiosa era de 904.688 pese­
tas. razona. en su único «considerando)}. que la cuantla
por la que se han tramitado los 'autos. fijada por las
partes. «no siendo válido atender ahora al valor fijado
en la Sentencia)}.' no alcanza lo" dispuesto en el
art.l.687.3 LEC. '

dI Impugnada en queja tal resolución de la Audien­
cia. el Tribunal Supremo la confirmó por Auto de 8 de
junio de 1989. Según dicho Alto Tribunal. el arto 135
de la Ley de Arrendamientos Urbanos impide la admisión
del recurso de casación, no sólo por tratarse de un arren- '
damiento de vivienda. sino por no exceder la renta pac­
tada del límite legalmente establecido.

3. La representación de los recurrentes considera
que las resoluciones judiciales impugnadas lesionan el
derecho de tutela judicial efectiva del arto 24.1. C.E.

Se alude en la demanda, en primer lugar. a la falta
de «elegancia jurldica» en lo razonado por el Auto del
Tribunal Supremo ya que para denegar la casación. ade­
más de aplicar el arto 135 de la LA.U.. argumenta que
la renta pactada no excede del !fmite legalmente esta­
blecido. razonamiento este último ex abundantia pues
es claro que la cuantía de la renta sólo opera. dentro
de tal art. 135. para los arrendamientos de locales de
negocio. nunca para los arrendamientos de vivienda.

De otra parte. además. como de ~a redacción del arto
1.687.3 de la L.E.C.• tras·la reforma llevada a cabo por
la Ley 34/1984. se deduce que son susceptibles de
recurso de casación las Sentencias dictadas en los juicios
de retracto, tenga o no regulación especial. poniendo
en relación tal precepto con el arto 135 L.A.U.. no puede
sino concluirse que la Ley 34/1984 ha modificado dicho
arto 136 L.A.U.. o más bien; la aplicación que de éste
venia haciendo el Tribunal Supremo respecto a los retrac­
tos arrendaticios urbanos.

Así lo entendió la Audiencia de La Coruña cuando
inadmitió la casación no por aplicación del repetido arto
135 L.A.U.• sino por aplicación de tal arto 1.687.3 L.E.C..
al considerar que la cuantía del pleito no superaba el
mlnimo de 3.000.000 de peSiltas -en el mismo sentido
la Sentenci;:¡ del Tribunal Supremo de 24 de marzo de
198~. Frente a ello el Auto del Tribunal Supremo
impugnado se limita a hacer una mera aplicación del
arto 135 L.A.U. omitiendo cualquier referencia o expli­
cación del arto 1.687.3 L.E.C.. l0 que supone una decisión
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de inadmisión que no se encuentra debidamente moti­
vada. que se funda en un error o en una causa inexistente
-STC 214/1988-. o bien aplicar una regla que ya no
estaba vigente fundándose en una causa que ya había
desaparecido del ordenamiento -STC 200/1988.

La cuestión relativa a la cuantía litigiosa también es
importante. pues es el motivO de inadmisión de la casa­
ción por parte de la Audiencia. y en él también se basa'
el Tribunal Supremo. tal y como ya se ha puesto de
manifiesto.. Que la cuantía del pleito a efectos de casa­
ción fuese la de 904.688 pesetas-precio consignado
por el retrayente y tomado en consideración por el Auto
de la Audiencia Provincial- es irrazonable. ya que tal
cuantía. cuando menos. debía ser la de 7.000.000 de
pesetas -precio que conceden al retracto las Sentencias
de primera y segunda instancia-o Como es el arto 1.687.3
LE.C. el que admite la casación para todo pleito de retrac­
to. sea o no de la legislación especial. dicho pleito ha
de tener una cuantía litigiosa establecida precisamente
conforme a las reglas d.e tal LEC. Y. por tanto. de acuerdo
con la verdadera naturaleza del derecho y la acción de
retracto -arto 489.1 LEC.-. pues de otro modo se pro­
duciría una antinomia o paradoja de resultados de la
aplicación simultánea de los arts. 1.687.3 LEC. Y 135
LAU.

4. Por providencia de 15 de septiembre de 1989
la Sala Primera -Sección Segunda- de este Tribunal
acordó conceder a los solicitantes de amparo y al Minis­
terio Fiscal un plazo común de diez dras para que al&­
gasen sobre la concurrencia de la causa de inadmisión
consistente en carecer la demanda manifiestamente de
contenido constitucionál-art. 50.1 cl LOTC

La representación de los recurrentes presentó escrito
de alegaciones en el que insistió en que se había vul­
nerado el derecho de tutela judicial efectiva. ya que el
Auto del Tribunal Supremo impugnado había descono­
cido absolutamente. sin motivarlo y sin mencionar siquie.e
ra su existencia. el arto 1.687.3 LEC.• el cual declara
la proceden.cia de los recursos de casación contra las
sentencias dictadas por las Audiencias en los juicios de
retracto.

El Ministerio Fiscal presentó escrito de alegaciones
razonando respecto a la carencia de contenido cons­
titucional de la demanda. Los recurrentes. argumenta
el Ministerio Público. tratan de demostrar la equivocación
de la fundamentación jurrdica. y de la interpretación y
aplicación de las normas que se invocan en las reso­
luciones impugnadas. pues según ellos el Auto de la
Audiencia de La Coruña aprecia erróneamente la cuantía
del pleito. ya que la verdadera cuantía es superior. al
límite de los 3.000.000 de pesetas que el arto 1.687.3
LE.C. exige. y el Auto del Tribunal Supremo aplica tam­
bién erróneamente el art. 135 LAU sin tener en cuenta
que en dicho precepto no están comprendidas las pre.e
tensiones de tanteo y retracto. pues éstas son acciones
reales y no personales. y son sólo estas últimas las com­
prendidas en tal LAU.

Sin embargo. continua el Fiscal. la aplicación e.inter­
pretación de las normas. así como.la determinación de
si en base a ellas procede o no recurso de casación.
es competencia exclusiva de los órganos judiciales
-arto 11 7.3 C.E-. y aunque tal interpretación oapli­
cación pueda ser revisada por este Tribunal. cuando sea
arbitraria o irrazonable dicha. falta absoluta de razón no
aparece en ninguna de las resoluciones impugnadas.

Asr pues. se trata de una materia de legalidad ordi­
naria. cualquiera que sea el acierto de los órganos judi­
ciales en la interpretación y aplicación de las normas
atinentes al caso. ya que. según ·ha declarado este Tri-

bunal reiteradamente. la tutela judicial efectiva no puede
incluir la exigencia de acierto de la resolución recaída.
ni tampoco que el órgano judicial acoja la tesis de una
de las partes sobre las cuestiones debatidas.

5. El recurso fue admitido por providencia de la Sala
Primera -Sección Segunda- de este Tribunal de 30 de
octubre de 1989. que también acordó requerir el envío
de las actuaciones y solicitar el emplazamiento de los
que fueron parte en el proceso procedente para que
en el plazo de diez días pudieran comparecer.

6. Remitidas las actuaciones judiciales y personado
el Procuradorseñor Sánchez Melingre en nombre y repre.e
sentación de don Rogelio Villar Gantes. por providencia
de 18 de diciembre de 1989 se tuvieron aquellas por
recibidas y por personada. y por parte a dicha repre­
sentación. y conforme al arto 52 de la LOTC. se concedió
un plazo común de veinte días al Minísterio Fiscal y
a las partes para que formulasen alegaciones.

7. En su escrito de alegaciones. presentado ellO
de enero de 1990. la representación de la parte recurren­
te da por reproducidos los hechos y fundamentos de
derecho expuestos en la demanda de amparo. Además.
insiste en la falta de motivación adecuada y razonable
de la resolución del Tribunal Supremo. al omitir o ignorar
la existencia de un proceso legal -arto 1.687.3 L.E.C.­
que «nominativamente está clamando por ser aplicado».
y en cambio aplicar erróneamente y por mera inercia.
el arto 135 LAU.

8. La representación de don Rogelio Villar Gantes
presentó escrito de alegaciones el día 12 de enero
de 1990.

Considera. en primer lugar. que concurre la causa
de inadmisión del art 44.1 cl LOTC. al no constar que
los recurrentes invocaran el precepto constitucional vul­
nerado en el recurso de queja contra el Auto de la Audien­
cia inadmitiendo la casación.

El razonamiento de los Autos que se recurren en
amparo. continúa argumentando. resuelve correctamen­
te la cuestión planteada. no sólo porque se aplica ade.e
cuadamente el arto 135 LAU. sino porque de ser aplicable
el arto 1.687.3 LEC.• éste nos conduciría a la regla 10
del arto 489 LEC.• según el cual la determinación de
la cuantía sería de URa anualidad de renta. o sea, en
el presente caso de 490.128 pesetas. por lo que la reso­
lución no sería susceptible de recurso de casación.

9. El Ministerio Fiscal. en su dictamen. además de
ratificarse en las consideraciones y razonamientos de
su anterior escrito de alegaciones y efectuar un sustan­
cial resumen de los hechos, manifiesta que la decisión
de la Audiencia de denegar la preparación del recurso
de casación por no rebasar la cuantía objeto del proceso
la suma de 3.000.000 de pesetas. podrá ser cuestionable
como criterio interpretativo, pero es función estrictamen­
te jurisdiccional. Además. tampoco puede afirmarse, en
rigor. que sea irrazonable. pues el que el Juzgado llegue
al convencimiento de que el precio real del inmueble
fue superior al fijado en la escritura pública de venta
-en la Sentencia se consideró como precio realmente
satisfecho el de 7.000.000 de pesetas- no supone que
tal precio, que además de fijado en la escritura, es fun­
damento de la pretensión de retracto y el consignado
por el retrayente. carezca de toda relevancia a efectos
de determinar la cuantía de la demanda inicial.

De otra parte, y por lo que se refiere al Auto del
Tribunal Supremo. los recurrentes tratan de significar
el desacierto de la Sala al fundamentar la improcedencia
del recurso de casación en el hecho de tratarse de un
procedimiento de la ley especial de arrendamientos urba-
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nos en el qOe no concurren los requisitos del arto 135
LAU. A ello hay que objetar. no sólo que la determinación
de la Ley aplicable es. materia de legalidad ordinaria.
que corresponde en exclusiva a los órganos judiciales,
sino también que no puede decirse que la causa de
inadmisión sea arbitraria o carezca de justlficación. En
efecto. hay razones para sostener que el arto 135 LAU,
en cuanto limita el recurso de casación a determinados
supuestos en materia de arrendamientos urbanos. con­
serva hoy plena vigencia. y ello porque la reforma lIevad.a
a cabo por la Ley 34/1984. cuando se refiere a él. lo
hace sólo para elevar a 500.000 pesetas la renta de
los arrendamientos de locales de negocio que ya tenlan
acceso a la casación.manteQiendo íntegro en lo demás
el contenido del precepto que. como norma de Derecho
especial. no puede considerarse modificado. por un pre­
cepto de carácter general como es el art, 1.687.3 L.E.C.
AsI pues. no es ni arbitrario. ni carente de motivación
entender que; por aplicación de lo dispuesto en el arto
135 LAU no cabe recurso de casación. aunque se ejercite
una acción real de retracto que tiene por causa una
relación jurídica de naturaleza personal como es el con­
trato de arrendamiento de vivienda.

Por todo lo expuesto. finaliza el Fiscal. se. interesa
se dicte Sentencia por la'que se aCuerde no haber lugar
al recurso de amparo por no vulnerar las resolucio­
nes judiciales impugnadas el derecho fundamental
del arto 24.1 C.E.

10. Por providencia de 18 de enero de 1993 la
Sala Primera de este Tribunal acordó señalar para deli­
beración y votación de esta Sentencia el día 18 del mis­
mo mes y año.

11. Fundamentos jurldicos

1. Antes de entrar en el análisis de la cuestión
de fondo planteada en este recurso. hay que exami­
nar si. como afirma la representación de la parte deman­
dada. concurre el motivo de inadmisión previsto en el
arto 50.1 a) de la LOTC. en relación con el arto 44.1
c) de la misma Ley, por no haber invocado expresamente
los solicitantes de amparo ante el Tribunal Supremo la
presunta vulneración del derecho fundamental que aquí
aducen como vulnerado. Pues bien. aunque es cierto
que al interponer el recurso de queja ante el Tribunal
Supremo los recurrentes no invocaron formalmente la
violación del derecho a obtener la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.). la estrecha conexión entre dicho derecho
fundamental. que comprende el de acceso a los recursos
establecidos por las leyes, y el motivo de la queja for- .
mulada (la inadmisión del recurso de casación intentado),
nos lleva a considerar que dicha invocación se efectuó
implrcitamente yse dio al T.S. la posibilidad de resta­
blecer el derecho vulnerado, en el presente caso. por
lo que no ha sido incumplido el requisito exigido por
el art. 44.1 c) de la LOTC.

2. El objeto del presente recurso de amparo consiste
en determinar si los Autos de la Audiencia Provincial
de La Coruña y del Tribunal Supremo impugnados. que
deniegan la preparación del recurso de casación inter­
puesto por los hoy demandantes de ljmparoen un juicio
de retracto seguido contra ellos. vulneran la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.). en su vertiente de acceso a los
recursos. por ser tales decisiones denegatorias irrazo­
nables y desfavorables a la eficacia de dicho derecho
fundamental. Ahora bien. dado que los recurrentes basan
la infracción constitucional en causas y momentos pro­
cesales distintos. es preciso delimitar previamente los
actos impugnados y los motivos de impugnación. Asr,

en la demanda se alega. en primer término, que el Auto
del Tribunal Supremo'denegó la preparación del recurso
de casación en base a la aplicación errónea del arto 135
LAU. sin tener en cuenta que a los procesos de retracto
no les es de aplicación dicho precepto. sino el arto
1.687.3 L.E.C., el cual hubiera hecho viable la casación
intentada. En segundo término, los recurrentes aducen.
que el Auto de la Audiencia Provincial determinó la cuan­
tia del pleito. a efectos del art. 1.687.3 de la L.E.C..
de manera irrazonable pues tomó en consideración la
cantidad consignada por el retrayente y fijada enla escri­
tura -904.688 pesetas-o a pesar que la cantidad esta­
blecida como precio del retracto en las Sentencias de
primera y segunda instancia ascendió a 7.000.000 de
pesetas.

Resulta evidente. pues. de una parte. que aunque
la indefensión aducida es consecuencia de la denegación
del recurso de casación anUnciado, los actos impugna­
dos y las causas en que se basa la impugnación son
distintos. Y,. de otra parte. que el presente recurso de
amparo ha de cirCUnscribirse necesariamente al Auto
dictado por la Sala Primera del Tribunal Supremo. puesto
que. en realidad. la violación constitucional denuncia de
existir. seria consecuencia inmediata de la citada reso­
lución. sobre todo teniendo en cuenta que el Tribunal
Supremo denegó la preparación del recurso de casación
por razones distintas a las esgrimidas por la Audiencia
Provincia!.

3. Es doctrina reiterada de este Tribunal que el dere­
cho a la tutela efectiva que garantiza el art. 24.1 de
la Constitución comprende. en los casos y con los requi­
sitos que la Ley establezca. la. utilización de los recursos
legalmente previstos contra las resoluciones de los órga­
nos judiciales. incluido el recurso de casación. En con­
secuencia, infringe aquel derecho fundamental cualquier
decisión de inadmisión de un recurso que no se funde
en la aplicación razonada y razonable de una causa legal
de inadmisibilidad. puesto que, si bien es cierto que
corresponde al Tribunal Supremo la última decisión
sobre la admisión de los recursos de casación y la veri­
ficación de la concurrencia de los requisitos materiales
y procesales a que los mismos están sujetos, también
lo es que si no está justificada o debidamente motivada
la decisión. se funda en un manifiesto error. en una causa
inexistente o en un rigor excesivo en la interpretación
de los requisitos formales. puede el Tribunal Constitu­
cional. a través del recurso de amparo, restablecer el
derecho vulnerado y hacer efectiva la tutela judicial que
garantiza el arto 24.1 de la Constitución .(entre otras,
SSTC 10/1987.214/1988,50/1990 y 63/1992).

4. En el presente caso. el Auto de la Sala Primera
del Tribunal Supremo, que resolvió el recurso de queja
formulado contra el de la Audiencia que denegó tener
por preparado el recurso de casación, confirmó éste
desestimando la queja, aunque con fundamentación juri­
dica distinta. El Tribunal Supremo se basa en que la
parte actora del procedimientO de retracto. arrendataria
de una vivienda con una renta anual de 420.000 pesetas.
ejercitó una demanda de retracto de la legislación espe­
cial arrendaticia contra los propietarios de la mi.sma. liti­
gio éste que no admite ulterior recurso contra la Sen-

. tencia reSOlviendo la apelación según el arto 135 de la
LAU. pues este precepto sólo autoriza el recurso de casa­
ción en los litigios sobre contratos de arrendamiento
de local de negocio cuya renta contractual anual exceda
de 500.000 pesetas. Asr, pues. sobre la base de con­
siderar que la materia objeto del litigio estaba sometida
a la legislación especial de arrendamientos urbanos. el
Tribunal Supremo ha considerado,que el recurso de casa­
ción intentando por los hoy demandantes de amparo
es improcedente.
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3868Basta la lectura del escrito de demanda para com­
probar que la cuestión planteada por los recurrentes es
de estricta legalidad procesal y. en cuanto tal. carece
de relevancia constitucional. En efecto. los recurrentes
sólo tratan de significar el desacierto de la Sala al fundar
la desestimación del recurso de queja en la improce­
dencia del recurso de casación por tratarse de un pro­
cedimiento de la ley especial de arrendamientos urbanos.
en el que no concurren los requisitos del arto 135 de
la LAU. pero tal argumentación no puede servir como
fundamento de la pretensión de amparo. En primer tér­
mino. es claro que la determinación de la legislación
aplicable compete en exclusiva a los órganos de la juris­
dicción ordinaria. razón por la cual no corresponde a
este Tribunal hacer pronunciamiento alguno acerca de
si el litigio en cuestión estaba comprendido o no en
el ámbito de la legislación especial arrendaticia. En
segundo término. tampoco es posible afirmar. como se
hace en la demanda. que el criterio mantenido por el
Tribunal Supremo sea irrazonable o erróneo. Y ha de
rechazarse semejante afirmación. porque del texto de
la Ley 34/1984. modificativa de la Ley de Enjuiciamiento
Civil. no se deduce con toda evidencia la posibilidad
de interponer recurso de casación contra la Sentencia
dictada por la Audiencia en los juicios de retracto arren­
daticio. tramitados de conformidad con lo dispuesto al
efecto en la LAU. En este sentido es preciso advertir.
como hace el Ministerio Fiscal en su escrito de alega­
ciones. que el arto 135 de la LAU. antes citado. fue modi­
ficado por la Ley 34/1984 pero sólo para elevar a la
cantidad de 500.000 pesetas la renta de los arrenda­
mientos de locales de negocio que tienen acceso a la
casación. Por ello. en modo alguno puede calificarse de
infundada o arbitraria la tesis mantenida por el Tribunal
Supremo en el presente caso. que ha considerado la
vigencia. a efectos de la procedencia o no del recurso
de casación. del arto 135 de la LAU aunque se ejercitara
una acción real de retracto que tenía por causa una
relación jurídica de naturaleza personal como es el con­
trato de arrendamiento.

En conclusión. pues. la denegación del recurso de
casación planteada por los recurrentes no ha sido con­
secuencia de una decisión judicial arbitraria o con falta
absoluta de razón. dado que la misma se ha basado
en la aplicación razonada y motivada por el Tribunal
Supremo de una concreta causa de inadmisibilidad
(art. 135 LAUl. sin que corresponda a este Tribunal revi­
sar o corregir tal interpretación y aplicación en vía de
amparo constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Hadecididp

Desestimar el recurso de amparo solicitado por don
Carlos Rodríguez Horta y doña María Enriqueta Sánchez
Pallán.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando Garda-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 14/1993. de 18 de
enero. Recurso de amparo 1.315/1989. Con­
tra Sentencia del Tribunal Central de Trabajo
que. en vía de suplicación. estimó improce­
dente el despido declarado radicalmente nulo
por Sentencia anterior de la Magistratura de
Trabajo núm. 7 de Madrid. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva; despido
producido a. consecuencia del ejercicio legí­
timo de un derecho fundamental por el
trabajador.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.315/89. interpuesto
por doña Julia Fernández García. representada por la
Procuradora de los Tribunales doña Josefa Landete Gar­
cía. sustituida por el Procurador señor Bordallo Huidobro
y asistida por el Letrado don José Folguera Crespo. frente
la Sentencia. de 16 de mayo de 1989. del Tribunal Cen­
tral de Trabajo. Han intervenido el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente don Fernando
García-Mon y González-Regueral. quien expresa el pare­
cer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El día 10 de julio de 1989 tuvo entrada en este
Tribunal un escrito firmado por doña Julia Fernández
García en el que manifestaba su voluntad de interponer
recurso de amparo contra la Sentencia mencionada del
TCT. solicitando para ello la designación de Procurador
del turno de oficio.

2. Por providencia de 18 de septiembre de 1989
la Sección acordó tener por recibido el precedente escri­
to y librar el despacho necesario para la designación
en turno de oficio de Procurador a la citada recurrente.

3. Por providencia de 16 de octubre de 1989. la
Sección acordó tener por recibido el despacho del Cole­
gio de Procuradores de Madrid. por el que se comUnicaba
que correspondía la designación en turno de oficio a
doña Josefa Paz Landete García. así como concederle
un plazo de veinte días para que formulase la corres­
pondiente demanda de amparo.

4. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
13 de noviembre de 1989 la Procuradora de los Tri­
bunales doña Josefa Paz Landete García formalizó
demanda de amparo constitucional dirigida frente a la
Sentencia de 16 de mayo de 1989 de la Sala Segunda
del Tribunal Central de Trabajo. estimatoria parcialmente
del recurso de suplicación interpuesto contra la de la
Magistratura de Trabajo núm. 7 de Madrid. de 3 de
octubre de 1988. dictada en autos sobre despido..

5. Constituye la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho:

al La ahora recurrente en amparo prestaba sus
servicios por cuenta del Ministerio de Educación y Cien­
cia como redactora de la revista «Comunidad Escolar».
seleccionando artículos y fotos. coordinando su redac­
ción. etcétera. Con fecha 5 de abril de 1988. la actora
formuló reclamación administrativa ea solicitud de reco-


